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Ordinario Laboral – Modifica sentencia que accedió a las pretensiones

Radicación Nro.

66001-31-05-001-2015-00262-01

Demandante:

John Haver Loaiza Restrepo 
Demandados:

Promasivo S.A. Liquidado 
Magistrado Ponente:        Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema: 


DE LA SANCIONES MORATORIAS. Promasivo S.A no trajo al proceso prueba alguna que demostrara que en efecto desde el año 2012 sus estados financieros eran negativos, pues al plenario no fue incorporada copia de los libros contables que debe conformar toda sociedad comercial, y que son indispensables para el asiento de sus operaciones, como lo establece el artículo 48 del Código de Comercio. Bajo tales circunstancias, no existiendo soporte de la justificación alegada, no es posible exonerar a esa sociedad de cancelar a favor del señor Loaiza Restrepo la indemnización moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. a partir del 12 de julio de 2014.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, siete de junio de dos mil diecisiete, siendo las once de la mañana, la Sala Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por PROMASIVO S.A. LIQUIDADO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 10 de junio de 2016, dentro del proceso que le promueve el señor JOHN HAVER LOAIZA RESTREPO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00262-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor John Haver Loaiza Restrepo que la justicia laboral declare que entre él y Promasivo S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 19 de agosto de 2006 y el 11 de julio de 2014 y con base en ello aspira que se condene a esa sociedad a reconocer y pagar salario, auxilio de transporte, primas de servicios, cesantías y sus intereses, vacaciones, indemnización por despido sin justa causa, las sanciones moratorias previstas en el artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios personales como conductor u operador de bus articulado entre las calendas relacionadas anteriormente, bajo la continuada dependencia y subordinación de la empresa accionada; la remuneración quincenal percibida durante los años 2013 y 2014 fue de $420.353 y $439.269 respectivamente; desde el mes de junio de 2014 el empleador dejó de cancelar el salario y el auxilio de transporte, motivo por el que el 11 de julio de esa anualidad decidió dar por finalizada la relación laboral por causa imputable a Promasivo S.A..
Al contestar la demanda –fls.32 a 40- Promasivo S.A. aceptó la mayoría de hechos relatados por el actor, menos el concerniente con la terminación del contrato de trabajo, frente al que expresó que simplemente hubo renuncia voluntaria por parte de él. No se opuso a la pretensión declaratoria, pero si a las condenatorias. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Prescripción”, “Inexistencia parcial de obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido” y la “Genérica”.
En sentencia de 10 de junio de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que entre el señor John Haver Loaiza Restrepo y Promsivo S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 19 de agosto de 2013 y el 11 de julio de 2014 el cual fue finalizado por causa imputable al empleador.

En consecuencia condenó a la entidad accionada a reconocer y pagar a favor del trabajador $4.918.185 por concepto de indemnización por despido indirecto; $322.130 por los salarios adeudados entre el 1º de julio de 2014 y el día 11 de ese mismo mes; $26.000 por concepto  de auxilio de transporte; $29.044 por concepto de prima de servicio causada en el periodo señalado anteriormente, $1.415.519 como auxilio de cesantías causadas entre el 1º de enero de 2013 y el 11 de julio de 2014, así como la suma de $139.602 por los intereses a las cesantías generadas en ese periodo, $672.325 por concepto de vacaciones causadas también entre el 1º de enero de 2013 y el 11 de julio de 2014, $4.119.381 por concepto de sanción moratoria por la no consignación de las cesantías del año 2013 y $29.284 diarios a partir del 12 de julio de 2014 hasta que se verifique el pago total de la obligación por concepto de sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T.
Inconforme parcialmente con la decisión, Promasivo S.A. interpuso recurso de apelación frente a la condena impuesta por concepto de sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., ya que considera que al haber entrado en estado de liquidación no es posible que se fulmine condena en ese sentido, pues desde el año 2012 la empresa empezó a tener pérdidas que hicieron que sus estados financieros fueran negativos, situación ésta que precisamente llevó a que la Superintendencia de Sociedades en auto de 26 de noviembre de 2015 ordenara la apertura del proceso liquidatorio de la sociedad, es decir, que el incumplimiento en el pago de sus obligaciones no fue de mala fe. 
Posteriormente manifestó que en caso de que no se exonere a la sociedad de dicha condena, la misma solo corra hasta la fecha en que se dio la apertura de la liquidación.

El 13 de enero de 2017 fue allegado memorial –fl.11 del cuaderno de 2ª instancia- en el que la entonces apoderada de Promasivo S.A. informa que mediante auto Nº 400-017580 de 17 de noviembre de 2016, la Superintendencia de Sociedades declaró finalizado el proceso de liquidación de la sociedad accionada, por lo que de conformidad con lo establecido en el artículo 63 de la Ley 1116 de 2006, la inscripción de esa providencia en el registro mercantil extingue la persona jurídica y por ende no es sujeto de derechos y obligaciones.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:
¿Hay lugar a condenar a la Empresa Promasivo S.A. Liquidada a que reconozca y pague la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T.?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

DE LAS SANCIONES MORATORIAS.
Se ha sostenido por la jurisprudencia nacional y la local que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena o mala fe.

En asuntos en que se condenaba a sanción moratoria a entidades en estado de liquidación, el ponente de este proyecto venía separándose de la imposición de esa condena, sosteniendo para el efecto que: 

“…como quiera que para proferir condena por sanción moratoria, lo que corresponde es determinar la buena o mala fe que tuvo el empleador para abstenerse de hacer los pagos laborales pendientes de solución al momento de la terminación de la relación laboral, debe resaltarse que en el presente caso, al haberse iniciado  la liquidación del ISS, sin que se haya declarado la existencia del contrato de trabajo, el liquidador se encontraba en una verdadera imposibilidad legal de hacer el reconocimiento y pago de unos derechos laborales que los documentos que se le presentaban para el efecto no concretaban y que por lo tanto le imponían, para poder proceder a su cumplimiento, una previa declaración judicial. 

En síntesis, el liquidador no pagó las obligaciones laborales, actuando de mala fe o caprichosamente, sino porque tenía que esperar la decisión judicial que las reconociera.

Nótese entonces que no es posible endilgarse mora en estas condiciones al ISS, porque la falta de pago de las eventuales acreencias laborales no resultaba injustificada sino dispuesta por la ley.”

En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de oct. de 2003, No. 20764, confirmó que no se puede predicar mala fe frente al incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación, por lo que no resulta dable condenar a esos empleadores al pago de este tipo de sanciones; situación que explicó en los siguientes términos:

“Frente a la anterior situación, debe decirse que de imponerle la indemnización moratoria a un empleador que se encuentra en esas condiciones, es decir en liquidación obligatoria, no tendría razón de ser la expedición de las leyes especiales que permiten la intervención Estatal en las empresas, las cuales están destinadas a proteger no solo el capital y la inversión económica, sino también los intereses de los asalariados y por ende el derecho Constitucional al empleo consagrado en el artículo 25 del Ordenamiento Superior, que se orienta a que un agente estatal dirija los destinos de la unidad de explotación económica y pretenda ya la recuperación económica, ora la liquidación de la sociedad, todo, contra la voluntad del empleador y empresario, sin que pueda quedar al libre albedrío del promotor del acuerdo o del liquidador, hacer un uso inadecuado de los recursos destinados, a conservar el equilibrio de la compañía como persona moral y la igualdad entre los acreedores, según la filosofía propia de la liquidación forzada regulada en la Ley.

Finalmente, no puede deducirse que una empleadora que fue llamada a liquidación forzada como la sociedad demandada, tuviera interés en desconocer o defraudar los intereses y créditos de los trabajadores demandantes, como para entrar a darle viabilidad al Art. 65 del C. S. del T., que como lo ha sostenido esta Sala, no es de aplicación automática.”.

Bajo tales circunstancias, desde sentencia emitida el pasado 24 de mayo de 2017 dentro del proceso promovido por la señora Luceny Pimienta Alzate en contra del PAR ISS cuya radicación en sus dígitos finales correspondió al Nº 003-2015-00633-01, por unanimidad, los integrantes de esta Sala acogieron la doctrina probable que contiene la sentencia a que se acaba de hacer referencia y por ende, sus fundamentos serán aplicados para decidir lo pertinente en el caso concreto.

EL CASO CONCRETO

Argumentaba en su momento la sociedad liquidada, que no era posible que se fulminara condena por sanción moratoria por falta de pago de salarios y prestaciones sociales al momento de finalizar el contrato de trabajo, en consideración a que ello aconteció porque sus estados financieros desde el año 2012 eran negativos, debido a que la actividad comercial desplegada empezó a generar pérdidas.
Para que procediera el estudio de fondo de tal argumento, previamente se requería que apareciera probado su sustento fáctico, no obstante, Promasivo S.A no trajo al proceso prueba alguna que demostrara que en efecto desde el año 2012 sus estados financieros eran negativos, pues al plenario no fue incorporada copia de los libros contables que debe conformar toda sociedad comercial, y que son indispensables para el asiento de sus operaciones, como lo establece el artículo 48 del Código de Comercio.
Bajo tales circunstancias, no existiendo soporte de la justificación alegada, no es posible exonerar a esa sociedad de cancelar a favor del señor Loaiza Restrepo la indemnización moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. a partir del 12 de julio de 2014.

Ahora bien, en lo que si le asistía razón a Promasivo S.A es que esa sanción no se puede extender de manera indefinida en este caso, ya que dicha entidad entró en estado de liquidación obligatoria a partir del 26 de noviembre de 2015, cuando la Superintendencia de Sociedades emitió auto de apertura de liquidación Nº 00400-016033 y en consecuencia, le asignó un agente liquidador que fue el encargado de administrar los bienes de esa sociedad con el fin de darle un uso adecuado a esos recursos, conservando el equilibrio de la entidad y respetando la igualdad de los acreedores; por lo que a partir de ese momento, como ya se dijo anteriormente, no es posible sostener que la falta de pago obedece a un actuar exento de buena fe por parte de la sociedad en estado de liquidación.

Por lo expuesto, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. en este caso corrió entre el 12 de julio de 2014 y el 25 de noviembre de 2015, esto es, un día antes de que entrara en estado de liquidación, motivo por el que se le adeuda al señor John Haver Loaiza Restrepo por ese concepto, la suma de $14.466.296, en razón de un día de salario por cada día de retardo, que en el curso de la primera instancia fue fijado en la suma de $29.284, sin que dicho monto haya sido objeto de controversia por las partes.
Finalmente, frente a la liquidación de Promasivo S.A. acaecida el 9 de diciembre de 2016 como se ve en el certificado de existencia y representación emitido por la Cámara de Comercio de Pereira –fl.12-, que implica que esa entidad dejó de ser objeto de derechos y obligaciones, ello en nada afecta el curso del presente ordinario laboral, ya que para el momento en que se inició la acción el 21 de mayo de 2015 –fl.27- esa sociedad ni siquiera había entrado en estado de liquidación, pues esto solo ocurrió el 26 de noviembre de esa misma anualidad, es decir, que para ese momento era sujeto de derechos y obligaciones, por lo que al haberse iniciado el proceso liquidatorio, para hacer efectivos los eventuales derechos que surgieran de este proceso, debían seguirse los preceptos que guiaban la liquidación.
En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinal tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito.
Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal TERCERO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, el cual quedará así:
“TERCERO. CONDENAR a PROMASIVO S.A a reconocer y pagar a favor del señor JOHN HAVER LOAIZA RESTREPO la suma de $14.466.296 por concepto de sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., la cual corrió entre el 12 de julio de 2014 y el 25 de noviembre de 2015.”
SEGUNDO. CONFIRMAR la sentencia emitida el 10 de junio de 2016 en todo lo demás.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA                                                                   

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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